
QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LAS LEYES FEDERAL DE ARMAS 
DE FUEGO Y EXPLOSIVOS, Y GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, A 

CARGO DEL DIPUTADO SERGIO ARTURO TORRES SANTOS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO 

DEL PAN  

El suscrito diputado federal Arturo Torres Santos, integrante del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo 

dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en 

los artículos 55, fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados 

Unidos Mexicanos, someto a la consideración del pleno de esta Cámara de Diputados, la presente iniciativa con 

proyecto de decreto por el que se hacen adiciones al artículo 88 de la Ley Federal de Armas de Fuego y explosivos, 

al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

La autoridad municipal debe realizar acciones para garantizar la tranquilidad, paz y protección de la integridad 

física y moral de la población, mediante la vigilancia, prevención de actos delictuosos y orientación ciudadana que 

proporciona la corporación de policía y los comités de protección civil al conjunto de la comunidad. 

Dentro del ámbito municipal, la Constitución considera a la seguridad pública como un servicio a cargo del 

municipio el cual deberá ejercerse con el concurso del Estado porque así lo determina el artículo 21 constitucional 

que establece que la seguridad pública es una función a cargo de la Federación, el Distrito Federal, los estados y los 

municipios, en sus respectivas competencias. 

En este sentido, las policías estatales y municipales que integran a 91.3 por ciento de los elementos que hay en el 

país, sólo han adquirido armamento nuevo suficiente para dotar a 20 por ciento de sus 390 mil 657 elementos en 

los últimos tres años. En contraparte, las policías locales están encargadas de combatir los delitos del fuero común 

–principalmente robo y homicidio–, que representan 93 por ciento del total que se cometen a escala nacional. 

Las cifras oficiales proporcionadas por la Secretaría de la Defensa Nacional nos demuestran que existe un abismo 

enorme el total de armas adquiridas que ascienden a 79 mil 498 armas (65 mil 926 son pistolas y 13 mil 572 

ametralladoras, subametralladoras y rifles de precisión para francotiradores) contra las 300 mil que ingresan 

ilegalmente cada año al país provenientes de Estados Unidos, según el Buró de Alcohol, Tabaco y Armas de Fuego 

del vecino país, entre las que se encuentran ametralladoras, subametralladoras, granadas, lanzacohetes y 

municiones antitanque. 

De acuerdo con la ley vigente, la Sedena, por medio de la Dirección de Comercialización de Armas y Municiones, 

es la encargada de tramitar la adquisición y venta de todas las armas que se comercializan a escala nacional; 

incluidas las de corporaciones policíacas federales, estatales y municipales, así como de las empresas de seguridad 

privada y los particulares, sin embargo, de las armas solicitadas para el estado de Michoacán, mi estado, aún les 

restan por entregar mil 615, aludiendo a falta de disponibilidad en el mercado internacional. 

En contraste, la misma secretaría (Sedena), señala que se han decomisado al crimen organizado alrededor de 180 

mil armas en los últimos tres años y que a la fecha hay 160 mil armas a disposición de los jueces federales y a la 

espera de ser liberados para ser destruidas. 

Sólo el cinco por ciento de las armas incautadas a grupos criminales son rescatadas porque tienen un valor 

histórico, económico o académico. 

Consideraciones 

Es incuestionable que uno de los temas preponderantes de la agenda nacional es de la lucha contra el crimen 

organizado, incluido el tráfico de armas. En consecuencia, ha surgido la necesidad de implementar acciones, 



estrategias y medidas para hacer frente a la delincuencia organizada y sus efectos nocivos; entre ellos, la creciente 

violencia que ha ocasionado miles de muertos. 

Sabemos que uno de los elementos centrales que alimenta y motiva este fenómeno delictivo es el del tráfico de 

armas. En tal virtud, se justifica los esfuerzos prioritarios para ponerle un alto a este tráfico y evitar que los grupos 

del crimen organizado adquieran armas de fuego, siendo muchas veces equipo de mayor poder que el utilizado por 

las instituciones policiales del país. Por tal motivo, obliga a pensar en mecanismos más avanzados, decididos e 

institucionales para abatir el tráfico de armas. 

Una de estas estrategias adoptadas es la destrucción de equipos bélicos, el objetivo principal de esta iniciativa es 

precisamente que no se destruyan los sino que se donen a las fuerzas policiales municipales y estatales; e 

incrementar la propia seguridad de los elementos, fortaleciendo la capacidad de fuerza de las corporaciones de 

seguridad pública a ese nivel, ya que uno de los mayores problemas a que se enfrentan los cuerpos de seguridad es 

el armamento con que cuentan, que resulta en ocasiones antiguo, en malas condiciones de uso, de bajo calibre y en 

ocasiones inexistente. 

En algunas municipalidades, los elementos salen a patrullar hasta que llega el compañero del turno que termina 

para compartir su arma. 

Con esta destrucción se desaprovecha la oportunidad de dotar de armamento a ayuntamientos quienes no cuentan 

con los recursos financieros suficientes para adquirir nuevo armamento. 

Esta propuesta contempla que la donación sea a los cuerpos policiales que realicen los decomisos; en el caso de 

que sean las Fuerzas Armadas quienes efectúen la incautación de armamento este material se destine a los cuerpos 

policíacos locales que tengan mayor rezago en su armamento, aclarando que solo se trata de armas cortas y largas 

que puedan ser utilizadas para las labores policiales de seguridad pública y las señaladas expresamente en la Ley 

Federal de Armas de Fuego y Explosivos. 

La facultad de designar y establecer los lineamientos para la donación serán estipuladas por el secretario técnico de 

la Comisión Nacional de Seguridad Pública. 

En este marco, es preciso puntualizar que la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, como 

reglamentaria del artículo 21 constitucional, tiene como objeto el regular la integración, organización y 

funcionamiento del Sistema Nacional de Seguridad Pública, además de establecer la distribución de competencias 

y las bases de coordinación entre los tres ámbitos de gobierno en esta materia, y define los organización e 

integrante del Sistema Nacional. 

Sobre esas bases, el ordenamiento general del Sistema Nacional de Seguridad Pública dispone que el Consejo 

Nacional, es instancia máxima del Sistema, quien determinará los instrumentos, políticas públicas, acuerdos, 

resoluciones, criterios, programas, medidas, mecanismos y disposiciones necesarias para cumplir con los objetivos 

de la seguridad pública, consistentes en la salvaguardar de la integridad y derechos de las personas, así como 

preservar las libertades, el orden y la paz públicos y comprende la prevención especial y general de los delitos, la 

investigación para hacerla efectiva, la sanción de las infracciones administrativas, así como la investigación y la 

persecución de los delitos y la reinserción social del individuo. 

Por otro lado, la Ley establece que el Secretariado Ejecutivo del Sistema, es un órgano operativo del mismo, que 

gozará de autonomía técnica, de gestión y presupuestal. Dicho Secretariado tiene como principal obligación la 

ejecución y seguimiento de los acuerdos y resoluciones del Consejo Nacional y de su Presidente. 

Por todo lo anterior, se deduce que el Consejo Nacional de Seguridad Pública es el órgano que conduce y establece 

las directrices en materia de seguridad pública, incluida la regulación de las instituciones policiales. 



Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la consideración del Pleno de la Cámara de Diputados del H. 

Congreso de la Unión, la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que reforma y adiciona disposiciones de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, y de la Ley 
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, en materia de armas de fuego.  

Artículo Primero. Se reforma el artículo 88 de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, para quedar como 
sigue: 

Artículo 88. Las armas materia de los delitos señalados en este capítulo, serán decomisadas y examinadas por la 
Secretaría de la Defensa Nacional, a efecto de determinar el tipo, calibre, funcionamiento y tiempo de 
utilidad de las armas, con la finalidad de determinar cuáles serán destruidas. Se exceptúan las de uso exclusivo 
del Ejército, Armada y Fuerza Aérea que se destinarán a dichas instituciones, y las de valor histórico, cultural, 

científico o artístico, que se destinarán al Museo de Armas de la Secretaría de la Defensa Nacional; fuera de los 
casos anteriores, aquellas consideradas útiles se donarán a instituciones policiales estatales o municipales, 
conforme lo disponga el Consejo Nacional de Seguridad Pública y previo cumplimiento de los requisitos que 
esta misma ley establece. Los objetos, explosivos y demás materiales decomisados se aplicarán a obras de 
beneficio social. 

Artículo Segundo. Se reforma la fracción XVIII y se adiciona la fracción XIX, recorriendo la subsecuente, del 
artículo 14 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, para quedar como sigue: 

Artículo 14. El Consejo Nacional tendrá las siguientes atribuciones:  

I. a XVII. ... 

XVIII. Crear grupos de trabajo para el apoyo de sus funciones; 

XIX. Establecer los lineamientos, con opinión de la Conferencia Nacional de Secretarios de Seguridad 
Pública o sus equivalentes, para determinar las instituciones policiales estatales o municipales que 
recibirán la donación de armas por parte de la Secretaría de la Defensa Nacional; y  

XX. Las demás que se establezcan en otras disposiciones normativas y las que sean necesarias para el 

funcionamiento del Sistema. 

Transitorio 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de diciembre de 2010. 

Diputado Sergio Arturo Torres Santos (rúbrica) 

 


